
 

 

 
JURISPRUDENCIA SENTENCIA No. No. 8-19-IN y acumulado/21 

 

TRIBUNAL Corte Constitucional, 08 de diciembre de 2021 

MATERIA Constitucional- Acción Pública de Inconstitucionalidad (Resolución 10-2015 Corte 
Nacional de justicia de 5 de julio de 2015)  

INTERVINO LA DEFENSORIA 
PUBLICA   

No aplica 

DATOS DEL DEFENSOR/A PUBLICO No aplica 

DERECHOS INVOLUCRADOS Derecho al debido proceso, derecho al debido proceso penal, derecho a la 
impugnación. 

BREVE RELACION DE LOS HECHOS (Inconstitucionalidad por omisión conexa del art. 656 del COIP, por no contemplar 
un recurso idóneo para garantizar el doble conforme en juicios penales, cuando 
la primera condena es dictada en casación) 
 
Causa No. 8-19-IN 
El 14 de febrero de 2019, el señor Andrés Santiago Salazar Arellano presentó una 
acción pública de inconstitucionalidad, por razones de fondo, en contra de la 
resolución No. 10-2015 emitida por la Corte Nacional de Justicia, el 5 de julio de 
2015, y publicada en el Registro Oficial No. 563, el 12 de agosto de 2015; la cual 
dispuso que: “recibido el recurso de casación en la Corte Nacional de Justicia, 
corresponde al tribunal designado por sorteo, determinar si el escrito cumple con 
los requisitos de admisibilidad, conforme lo establecido en el Código Orgánico 
Integral Penal artículo 657.2, en caso de cumplirlos se convocará a audiencia de 
fundamentación del recurso, caso contrario, declarada la inadmisibilidad se 
devolverá el expediente al tribunal de origen, de esta declaratoria no habrá recurso 
alguno”. 
 
El 15 de mayo de 2019, el tribunal de la Sala de Admisión conformado por los 
jueces constitucionales Karla Andrade Quevedo, Alí Lozada Prado y Teresa Nuques 
Martínez, admitió a trámite la presente acción pública de inconstitucionalidad, y 
ofició al director general del Consejo de la Judicatura, a la presidenta de la Corte 
Nacional, y al procurador general del Estado, para que intervengan defendiendo 
o impugnando la constitucionalidad de la norma impugnada. 
 
Causa No. 88-20-IN 
El 16 de septiembre de 2020, los señores Edgar Alonzo Coral Almeida y Guillermo 
Coral Robalino, presentaron acción pública de inconstitucionalidad, por razones 
de fondo, en contra de la resolución No. 10-2015 emitida por la Corte Nacional de 
Justicia, el 5 de julio de 2015, y publicada en el Registro Oficial No. 563, el 12 de 
agosto de 2015. 
 
El 16 de octubre de 2020, el tribunal de la Sala de Admisión conformado por las 
juezas constitucionales Carmen Corral Ponce, Teresa Nuques Martínez y Daniela 
Salazar Marín admitió a trámite la presente acción pública de 
inconstitucionalidad, y ofició a las autoridades competentes para que intervengan 
defendiendo o impugnando la constitucionalidad de la norma impugnada. En este 
auto además se dispuso la acumulación de la causa No. 88-20-IN con la causa No. 
8-19-IN. 
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Previo oficio de fecha 19 de noviembre de 2021 de la Corte Constitucional, 
dirigido a la Asamblea Nacional, El 26 de noviembre de 2021, la Asamblea Nacional 
dio respuesta al requerimiento de la jueza constitucional ponente, manifestando 
que: “al no constituir órgano emisor de la disposición jurídica objeto del presente 
proceso; consecuentemente al carecer de legitimación pasiva dentro de la causa, 
solicito se deje de contar con la Asamblea Nacional dentro del presente caso”. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO Art. 1, 3, 76, 76.7, 77, 133, 185  de la Constitución de la República del Ecuador. 

Art. 79.5.b) Código Orgánico de la Función Judicial  

Art. 657.2 Código Orgánico Integral Penal 

CONTEXTO SOCIAL Y ECONÓMICO 
DEL CASO 

Grupo de atención prioritaria. Persona privada de la libertad. 

INSTANCIA PROCESAL EN LA QUE 
SE EMITE LA SENTENCIA  

Corte Constitucional 

INSTRUMENTO Y/O CRITERIO 
INTERNACIONAL INVOCADO 

o Convención Americana sobre Derechos Humanos art. 8 núm. 2 letra h)  
o Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos art. 14 núm. 5 
o Corte IDH. Caso Gorigoitía Vs. Argentina, sentencia de 2 de septiembre de 

2019 
o Corte IDH. Caso Mohamed Vs. Argentina, sentencia de 23 de noviembre de 

2012. 
o Corte IDH. Caso Valle Ambrosio y otro Vs. Argentina, sentencia de 20 de julio 

de 2020. 
o Corte IDH. Caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica, sentencia de 2 de julio de 2004. 
o Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay, sentencia de 17 

de junio de 2005 
o Corte IDH. Caso Caesar Vs. Trinidad y Tobago, sentencia de 11 de marzo 2005. 
o Caso Omar Humberto Maldonado Vargas y otros Vs. Chile, sentencia de 2 de 

septiembre de 2015. 
o Corte IDH. Caso Gorigoitía Vs. Argentina sentencia de 2 de septiembre de 

2019. 

ARGUMENTOS Y 
FUNDAMENTACIÓN DE LA CORTE 
NACIONAL 

39. En este sentido, el derecho al doble conforme puede definirse como el 
derecho de los procesados a impugnar toda decisión judicial condenatoria, que 
haya sido emitida por primera ocasión, indistintamente de que se haya dictado en 
primera o segunda instancia, o en un grado jurisdiccional superior como la 
casación. Este derecho al estar dirigido a garantizar el estatuto de libertad y de 
inocencia de las personas, es un derecho que siempre debe garantizarse y en 
consecuencia engendra para el legislador la obligación de protegerlo. 
 
40. En esta línea, la tutela de este derecho exige que el medio de impugnación a 
través del cual se lo materialice, cumpla con ciertas propiedades, a saber, que en 
dicho medio de impugnación se “pueda analizar las cuestiones fácticas, 
probatorias y jurídicas en que se basa la sentencia impugnada”.9 De ahí que 
recursos formales, nomofilácticos o de alto tecnicismo jurídico no son idóneos 
para la tutela de este derecho, en la medida en que este tipo de recursos 
generalmente están destinados a hacer un examen de legalidad sobre la sentencia 
y no una revisión de los méritos de la causa, es decir, están dirigidos a revisar el 
grado de apego a la norma de los actos jurisdiccionales y no a analizar hechos y 
material probatorio relativos a la inocencia o responsabilidad del procesado. 



 

 

 
43. Así, se afirma que el recurso de casación en materia penal es formal porque: 
(i) debe interponerse dentro un término tasado, so pena de ser rechazado por 
inoportuno; (ii) únicamente tienen legitimación para interponerlo los sujetos 
procesales enunciados por la legislación penal; (iii) no son admisibles los recursos 
de casación que contengan pedidos de revisión de los hechos del caso concreto, 
ni de nueva valoración de la prueba; y en consecuencia, (iv) el objeto del recurso 
de casación penal es la sentencia en su calidad de acto jurisdiccional y no los 
méritos del caso. 
 
44. Por otra parte, este recurso es nomofiláctico, en la medida en que está 
destinado a revisar y reparar las violaciones a las normas que se hayan cometido 
en sentencias, sea porque se haya contravenido expresamente el texto de las 
normas, o porque haya una indebida aplicación o errónea interpretación de las 
mismas. En otras palabras, el recurso de casación penal tiene como finalidad hacer 
que sentencias contrarias a las normas (contra legem) pasen a guardar 
consonancia con las mismas (secudum legem). Al respecto, la ex Corte Suprema 
de Justicia del Ecuador, en su jurisprudencia expuso: 
“(…) la casación es un medio de impugnación cuyo fundamento es el control de la 
legalidad de las sentencias dictadas por los jueces de instancia, a fin de determinar, 
si en el fallo impugnado se ha violado la ley, (…) esto es, ya por contravenir 
expresamente a su texto; ya por haberla interpretado erróneamente; y, en caso de 
existir dicha violación, corregir los errores de derecho en que haya incurrido el 
juzgador”. 
 
45. Por lo tanto, la naturaleza nomofiláctica del recurso de casación penal impide 
que en el mismo pueda volverse a discutir sobre los hechos y el acervo probatorio 
del caso, como sucede en los recursos ordinarios. De esta forma: 
“El Tribunal de Casación no puede realizar un nuevo examen de las constancias 
probatorias que ya fueron valoradas por el inferior; empero, si del texto del fallo 
impugnado se evidencia que se ha dado valor de prueba a instrumentos o 
actuaciones procesales carentes de eficacia probatoria o no se hubiere aplicado 
las reglas de valoración establecidas, procede la impugnación” 
 
46. En lo que refiere a la atenuación del carácter dispositivo de este recurso, hay 
que partir por considerar que si bien son los sujetos procesales quienes deben 
interponer el recurso (petición inicial); no obstante, si el tribunal de casación 
observa que la sentencia recurrida ha violado la ley, aunque la fundamentación 
del recurrente sea equivocada, de oficio la admitirá. 
 
67. A partir de la norma transcrita queda en evidencia que la CRE establece como 
requisitos para la emisión de jurisprudencia vinculante que: (i) haya existido una 
reiteración por lo menos en tres sentencias de una misma opinión sobre un mismo 
punto de derecho, es decir, que las salas especializadas de la Corte Nacional de 
Justicia hayan resuelto en al menos tres sentencias un asunto jurídico de forma 
idéntica; y, que, (ii) el pleno de la Corte Nacional de Justicia haya resuelto ratificar 
el criterio jurídico reiterado, o haya omitido pronunciarse en el plazo de hasta 
sesenta días. 
 
71. En el presente caso, los autos que fueron empleados por la Corte Nacional 
como base de su resolución de jurisprudencia vinculante, correspondieron a autos 
que fueron emitidos durante una etapa procesal –fase de admisión- no prevista 



 

 

en ese momento en el COIP, y que en consecuencia patentizaron una violación al 
debido proceso, careciendo de validez jurídica, y no pudiendo ser empleadas para 
la configuración de jurisprudencia vinculante. 
 
72. En virtud de lo expuesto, al verificar la Corte Constitucional que la norma 
impugnada contradijo el procedimiento establecido en la CRE para la emisión de 
jurisprudencia vinculante, declara que la misma incurre en una 
inconstitucionalidad por la forma. 
 
76. La Corte Constitucional reitera, la necesidad de que el medio impugnatorio a 
través del cual se garantice el derecho al doble conforme, deba caracterizarse por: 
(i) tener un carácter mínimamente formal, esto es, “que las formalidades 
requeridas para que el recurso sea admitido deben ser mínimas y no deben 
constituir un obstáculo para que el recurso cumpla con su fin de examinar y 
resolver los agravios sustentados por el recurrente”; (ii) ser ordinario, es decir que 
permita “ analizar cuestiones fácticas, probatorias y jurídicas en que se basa la 
sentencia impugnada, puesto que en la actividad jurisdiccional existe una 
interdependencia entre las determinaciones fácticas y la aplicación del derecho, 
de forma tal que una errónea determinación de los hechos implica una errada o 
indebida aplicación del derecho”; (iii) ser amplio, consecuentemente “las causales 
de procedencia del recurso deben posibilitar un control amplio de los aspectos 
impugnados de la sentencia condenatoria”; y, (iv) ser directo, razón por la cual, no 
es pertinente que se le imponga requisitos o fases previas más rígidas que las 
exigidas para otros recursos ya previsto por el ordenamiento jurídico para revisar 
la responsabilidad de los procesados y la materialidad de los delitos. Así, en el caso 
ecuatoriano sería inviable que el recurso por medio del cual se garantice el 
derecho al doble conforme tenga una estructura más estricta que la establecida 
para el recurso de apelación, toda vez que, en este último, la legislación procesal 
penal no impone requisitos tales como la argumentación escrita del recurso o la 
existencia de una fase formal de admisión. 
 
83. En esta línea, este Organismo advierte que de la obligación general de los 
Estados Partes de adaptar sus normativas y políticas públicas a los estándares 
interamericanos surgen dos deberes específicos, a saber, uno de naturaleza 
negativa y otra de carácter positivo. Como deber negativo, los Estados Partes del 
SIDH, incluyendo el Ecuador, deben cesar todas aquellas políticas públicas o vías 
de hecho que lesionen individual o sistemáticamente los derechos de las 
personas. Por su parte, como deber positivo, los Estados deben crear vías y 
mecanismos válidos para garantizar, promover y proteger los derechos de las 
personas, así como adaptar, mediante la promulgación de normas, el 
ordenamiento jurídico interno a los estándares interamericanos, y derogar todas 
aquellas normas que propicien una violación a los derechos humanos. 
 
91. Acerca de este punto, este Organismo considera que la inobservancia por 
omisión de “los mandatos contenidos en normas constitucionales” que debe ser 
reparada por este Organismo, debe ser interpretada en un sentido amplio y no 
restrictivo, es decir, incluir también las inobservancias por omisión de aquellas 
normas que no forman parte del articulado formal de la CRE, pero constituyen 
parte del bloque de constitucionalidad del sistema jurídico ecuatoriano, como lo 
son las normas de instrumentos internacionales de derechos humanos. La Corte 
Constitucional en reiteradas ocasiones ha hecho hincapié en que el bloque de 
constitucionalidad debe entenderse como parte de la propia CRE: 



 

 

“Así, el denominado bloque de constitucionalidad comprende "el conjunto de 
normas que, aun no constando en la Constitución formal, forman parte de ésta, 
porque la misma les reconoce ese rango y papel […]. 
En la doctrina se entiende por "bloque de constitucionalidad" el conjunto de 
normas que no constando en la Constitución formal, o sea en el texto preparado 
por la Asamblea Constituyente y aprobado por el pueblo en el referéndum, forman 
parte de ésta porque la misma Constitución les reconoce ese rango y papel y, por 
lo que se relaciona con los derechos humanos, las listas que contengan estas 
normas hay que sumar a la lista constitucional (Arts. 11.3 y 84) y, en caso de 
conflicto, se ha de aplicar la que de mejor manera y más efectivamente garantice 
la dignidad de la persona o de la colectividad (Arts. 11.5 y 417)” 
 
92. La Corte Constitucional ha sancionado como elementos configurativos de una 
inconstitucionalidad por omisión, los siguientes: (i) la exigencia constitucional 
para que el legislador actúe positivamente; (ii) la inacción o abstención del 
legislador respecto de dicho deber; (iii) la generación de un fraude constitucional 
por el transcurso del tiempo; y (iv) la ineficacia de la voluntad constituyente. 
 
104. Sobre este asunto, la Corte Constitucional estima que la ausencia de un 
recurso de estas características en la legislación procesal penal ecuatoriana 
traduce una puesta en riesgo del derecho al debido proceso de las personas 
procesadas en juicios penales que han obtenido una sentencia condenatoria por 
primera ocasión en apelación o casación. En consonancia con lo dicho, la falta de 
un recurso que garantice el doble conforme en la legislación procesal penal 
ecuatoriana implica un claro apartamiento y desacato a los estándares de 
protección de derechos humanos establecidos por el bloque de 
constitucionalidad. 

MEDIDAS DE REPARACIÓN 
INTEGRAL ADOPTADAS 

No aplica 

FALLO 1. Declarar que la resolución No. 10-2015 emitida por la Corte Nacional de Justicia, 
el 5 de julio de 2015, y publicada en el Registro Oficial No. 563, el 12 de agosto de 
2015 es inconstitucional por la forma, declaratoria que tendrá efectos hacia el 
futuro, lo que incluye los casos pendientes de resolución y entre éstos, aquellos 
en que se han presentado acción extraordinaria de protección para tutelar 
posibles violaciones a derechos constitucionales. 
 
2. Por conexidad, declarar la inconstitucionalidad por omisión del Código Orgánico 
Integral Penal, por no prever un recurso que garantice el derecho al doble 
conforme reconocido en el artículo 8.2.h de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y el artículo 14.5. del Pacto Internacional de Derechos 
Políticos y Civiles. 
 
a. Disponer a la Corte Nacional de Justicia que, en aplicación de las facultades 
conferidas en el artículo 180.6 del Código Orgánico de la Función Judicial, en el 
plazo de dos meses desde la notificación de la sentencia, emita una resolución 
con fuerza de ley mediante la cual regule un recurso ad hoc que garantice el 
derecho al doble conforme de los procesados que han recibido una sentencia 
condenatoria por primera ocasión en casación. Esta resolución deberá observar 
los parámetros fijados en esta sentencia y definir las personas beneficiarias de 
este recurso. 
 



 

 

b. Disponer a la Corte Nacional de Justicia que, en aplicación de las facultades 
conferidas en los artículos 184.4 de la Constitución y 180.4 del Código Orgánico 
de la Función Judicial, dentro del plazo de tres meses contados a partir de la 
notificación de esta sentencia, elabore un proyecto de reforma de ley que colme 
la omisión legislativa referida en el párrafo anterior y lo presente a la Asamblea 
Nacional. La presidencia de la Corte Nacional de Justicia deberá informar a la Corte 
Constitucional del Ecuador una vez que el proyecto de ley haya sido presentado. 
 
c. Disponer a la Asamblea Nacional que, dentro del plazo de seis meses contados 
a partir de la presentación del proyecto de ley indicado en el párrafo precedente, 
lo conozca, discuta y apruebe con apego a lo determinado en la presente 
sentencia. Luego de la presentación del proyecto de ley referido, la Asamblea 
Nacional, a través de su representante, deberá informar bimestralmente sobre el 
avance y cumplimiento de esta disposición a partir de la recepción del proyecto 
de reforma al COIP. Si cumplido el plazo indicado, el proyecto de ley no fuese 
aprobado, esta Corte podrá proceder de conformidad con el artículo 436.10 de la 
Constitución. 
 
d. Hasta que entre en vigencia la reforma del Código Orgánico Integral Penal 
estarán vigentes las reglas básicas provisionales señaladas en el decisorio 2.a. 
supra que emita la Corte Nacional de Justicia. 
 
e. Para la tutela del derecho al doble conforme en situaciones donde la sentencia 
condenatoria sea emitida por primera ocasión en apelación deberá estarse a lo 
decidido en la sentencia No. 1965-18-EP/21. 
 
f. En todo lo no previsto en esta sentencia deberá estarse a lo resuelto en la 
sentencia constitucional No. 1965-18-EP/21. 
 
3. El Ministerio de Economía deberá otorgar el financiamiento necesario y 
oportuno para la materialización de las disposiciones contenidas en el decisorio 
de esta sentencia. 

VOTACIÓN POR LA QUE FUE 
ADOPTADA 

Aprobada por el Pleno de la Corte Constitucional con siete votos a favor de los 
Jueces Constitucionales:  
Karla Andrade Quevedo, Ramiro Avila Santamaría, Alí Lozada Prado, Teresa 
Nuques Martínez, Carmen Corral Ponce, Agustín Grijalva Jiménez y Daniela Salazar 
Marín. 

VOTOS CONCURRENTES O 
DISIDENTES: 

Un voto en contra del Juez Constitucional Enrique Herrería Bonnet;   
Tres votos concurrentes de los Jueces Constitucionales Carmen Corral Ponce, 
Agustín Grijalva Jiménez y Daniela Salazar Marín; y, 
Un voto salvado del Juez Constitucional Hernán Salgado Pesantes 

OTROS DATOS DE INTERÉS: LINK 
DE LA CORTE CONSITUTIONAL 

http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/e2NhcnBld
GE6J3RyYW1pdGUnLCB1dWlkOic5NTJmY2RhZS1hMWFhLTQ3YjgtYjEyNS02NmVj
OGI4MzJmMjEucGRmJ30= 
 

Registro Oficial.  
Corte Nacional de Justicia. 
Resolución 004-2022.  
NORMAS QUE REGULAN EL 
RECURSO ESPECIAL DE DOBLE 
CONFORME 

http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZX
RhIjoicm8iLCJ1dWlkIjoiNDVmMWM0MjUtZDc2Mi00MzQzLWJiNDEtNzJkODljZm
ViNzYyLnBkZiJ9 
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http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoicm8iLCJ1dWlkIjoiNDVmMWM0MjUtZDc2Mi00MzQzLWJiNDEtNzJkODljZmViNzYyLnBkZiJ9
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